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Reglamentación de la infraestructura terrestre para el turismo en la Antártida
Reglamentación de la infraestructura terrestre para el turismo en la Antártida
Documento de trabajo presentado por Nueva Zelandia y Australia
Este documento de trabajo, presentado con el ánimo de contribuir al examen que están realizando las Partes Consultivas de la reglamentación de la infraestructura terrestre para el turismo en la Antártida, recuerda elementos decisivos de las deliberaciones anteriores de las Partes y expertos invitados sobre el tema, recoge algunos de los enfoques actuales y plantea varias cuestiones que sería útil abordar.

El debate en el Sistema del Tratado Antártico
En la Reunión de Expertos del Tratado Antártico sobre Turismo y Actividades No Gubernamentales en la Antártida (RETA), convocada en Tromsø del 23 al 25 de marzo de 2004 en consonancia con la Decisión 5 de la XXVI RCTA, hubo acuerdo sobre la necesidad de examinar más a fondo, en el Sistema del Tratado Antártico (ATS), la cuestión de un marco regulatorio para el turismo y las actividades no gubernamentales en la Antártida y se recalcó que “el establecimiento de la base regulatoria de la industria es responsabilidad primordial de los Estados Partes”
.
Nueva Zelandia planteó el asunto de las instalaciones terrestres para el turismo en el marco del tema iii (Jurisdicción, autorreglamentación de la industria, análisis del marco jurídico actual e indicación de sus lagunas). Nueva Zelandia formuló comentarios sobre problemas de jurisdicción que la infraestructura terrestre para el turismo podría suscitar, así como la posibilidad de que se hagan valer intereses de propiedad y usufructo (o sea, se podría alegar que el uso de un sitio por intereses privados durante un período prolongado da lugar a un derecho legal a usar el sitio y obtener un lucro del mismo) y el riesgo de perturbación del Sistema del Tratado Antártico que ello podría traer aparejado
.
Aunque en la Reunión de Expertos se señaló que en el Protocolo sobre Protección del Medio Ambiente no se prohíben específicamente las instalaciones terrestres privadas o comerciales, se argumentó que la designación de la Antártida en el Protocolo sobre Protección del Medio Ambiente como “reserva natural” (artículo I) y sus principios medioambientales (artículo III) permiten hacer una distinción entre las actividades turísticas y las actividades científicas. Quienes expusieron este argumento señalaron que se debería dar prioridad a las ciencias y que ello debería reflejarse en los procesos legales nacionales de los Estados Partes. Algunos opinaron que las Partes podrían ponerse de acuerdo en permitir solamente las actividades no científicas cuyo impacto no sea mayor que mínimo o transitorio. Una Parte señaló que la construcción de instalaciones permanentes para el turismo no era compatible con su legislación interna, ya que todos los permisos que expedía tenían un plazo definido. Otra Parte comentó que era importante tratar de no establecer un doble sistema de EIA.  

El debate en torno a la infraestructura terrestre para el turismo continuó en el Grupo de Trabajo sobre Turismo en la XXVII RCTA, celebrada en Ciudad del Cabo, donde se recibió el informe del Presidente de la RETA. La Asociación Internacional de Operadores Turísticos en la Antártida (IAATO) afirmó que sus miembros se adhieren al principio de que cada una de sus actividades planeadas no debe tener un impacto mayor que mínimo o transitorio en el medio ambiente antártico, lo cual se refleja en los estatutos de la IAATO a partir de los cambios introducidos en 2004. Se señaló también que, para construir cualquier estructura, habría que presentar una CEE. Se propuso una posible definición del turismo terrestre como “la creación de infraestructura permanente o semipermanente en tierra para promover y apoyar las actividades turísticas”.

En la XXVIII RCTA, tres Partes (Australia, Alemania y Nueva Zelandia) y un experto (Coalición Antártica y del Océano Austral [ASOC]) presentaron documentos en los cuales se abordan distintos aspectos del turismo terrestre
. El Grupo de Trabajo reconoció la necesidad de abordar el tema del turismo terrestre con infraestructura permanente en la Antártida. Muchas delegaciones estaban dispuestas a recomendar que las Partes apliquen el Protocolo sobre Protección del Medio Ambiente de forma tal que se evite la construcción de infraestructura para actividades orientadas principalmente al turismo o a apoyarlo. Algunas Partes solicitaron un análisis más detallado y opinaron que la RCTA debería dedicar más tiempo a un debate del tema antes de decidir si tomará medidas de carácter vinculante. En la reunión se convino en volver a tratar el asunto en la XXIX RCTA.

1)
Elementos fundamentales del debate sobre el turismo terrestre
El turismo, que ya es una actividad importante en el área del Tratado Antártico, continúa extendiéndose y diversificándose con rapidez. La industria del turismo desempeña un papel de importancia creciente en dicha región. Las Partes Consultivas en general han aceptado que continuará habiendo turismo en la Antártida y que es necesario administrarlo a fin de preservar los valores intrínsecos de la Antártida y su valor como área para la realización de investigaciones científicas.  

Admisibilidad legal del turismo terrestre
En la XXVIII RCTA
, Alemania adoptó la posición de que considerar el Tratado Antártico y el Protocolo en conjunto da motivos para suponer que el turismo terrestre en la Antártida podría considerarse como una actividad no permisible de acuerdo con el derecho internacional. Aunque en el Protocolo se menciona expresamente el turismo en general entre las actividades permitidas, el turismo terrestre constituye una nueva forma de turismo que no es compatible con los principios medioambientales del artículo 3(1). En el caso de las actividades que podrían ocasionar perjuicios al medio ambiente y cuyo impacto todavía no se ha investigado, la aplicación del enfoque precautorio concuerda con el enfoque proactivo del Sistema del Tratado Antártico y con los objetivos del Protocolo.

Impacto ambiental
En los debates realizados hasta la fecha, muchas Partes, pero no todas, han adoptado la posición de que el Protocolo y sus “principios medioambientales” (artículo 3) establecen una clara jerarquía de valores que debe usarse como base para evaluar las actividades propuestas.  En el Protocolo se designa a la Antártida como “reserva natural, consagrada a la paz y a la ciencia”. Conforme a los principios medioambientales, el “valor intrínseco” de la Antártida, incluidos “sus valores de vida silvestre y estéticos y su valor como área para la realización de investigaciones científicas, en especial las esenciales para la comprensión del medio ambiente global, deberán ser consideraciones fundamentales para la planificación y realización de todas las actividades que se desarrollen en el área del Tratado Antártico”
. Se reconoce el turismo como actividad legítima siempre que se realice de una forma compatible con estos principios.

Varias Partes consideran que el establecimiento de infraestructura permanente o semipermanente para promover o apoyar el turismo en la Antártida es incompatible con la condición de la Antártida como  “reserva natural” y con la protección de “sus valores de vida silvestre y estéticos y su valor como área para la realización de investigaciones científicas”. La ciencia, en virtud del requisito del Tratado de difundir los resultados científicos, aporta un producto positivo para todas las Partes, mientras que el turismo no está sujeto a esa prueba. Asimismo, cuando se presentan al CPA propuestas relativas al establecimiento de infraestructura con fines científicos por medio de CEE, una consideración básica importante es que la contribución a las investigaciones “esenciales para la comprensión del medio ambiente global” (artículo III del Protocolo) sea mayor que el impacto negativo en el medio ambiente.
Jurisdicción
La clave del Tratado Antártico sigue siendo el artículo IV, uno de cuyos efectos es que, durante su período de vigencia, no se pueden reforzar ni disminuir los reclamos de soberanía territorial, lo cual ha servido para dejar de lado controversias relativas a dichos reclamos. En la Conferencia de Washington de 1959 no se llegó a un acuerdo sobre una norma en relación con el ejercicio de jurisdicción en la Antártida, y el artículo VIII del Tratado establece que, si surge una controversia de jurisdicción, los países del caso “ SEQ CHAPTER \h \r 1se consultarán inmediatamente con el ánimo de alcanzar una solución mutuamente aceptable”.
La ASOC observó que las repercusiones de un presunto delito (o una acción civil) en el cual estén involucrados ciudadanos de distintos Estados que se encuentren en tierra en la Antártida, donde no haya un Estado territorial o un Estado del pabellón aceptado que pueda ejercer jurisdicción (y donde podría haber también un ejercicio de jurisdicción sobre una posición de soberanía), podrían constituir un importante problema jurisdiccional 
. 

Derechos de propiedad
Las instalaciones terrestres privadas o comerciales en la Antártida también plantean la cuestión de los derechos de propiedad privada en el continente. Una entidad privada podría tratar de vender infraestructura  en la Antártida o de hacer valer su derecho respecto de la infraestructura frente a otra entidad. Eso podría llevar a presiones internas para que un país refrende ese derecho de propiedad privada, ya que el ejercicio de los derechos de propiedad privada depende de la soberanía territorial. Algunos afirman que el marco jurídico del STA es insuficiente en la actualidad para hacer frente eficazmente a esta situación.  

Derechos de usufructo
Donde hay infraestructura turística, existe también la posibilidad de que un operador privado trate de hacer valer derechos de uso. En los lugares donde haya operadores turísticos con una trayectoria de operaciones comerciales en zonas determinadas, las expectativas de acceso exclusivo a sitios o de responsabilidad exclusiva por su manejo podrían llevar a procesos judiciales para tratar de hacer valer esos derechos. En la RETA, la IAATO argumentó, por ejemplo, que una compañía de turismo había estado operando con éxito durante veinte años “y se le debería permitir que continúe haciéndolo”
. 

2)
Posibles enfoques futuros del turismo terrestre
Autorreglamentación
Como ya se dijo, la IAATO ha enmendado sus estatutos a fin de que las actividades planeadas por sus miembros no tengan un impacto mayor que mínimo o transitorio en el medio ambiente antártico
. Actualmente, la IAATO desempeña un papel importante en la formulación y el mantenimiento de las normas de la industria, papel cuyo mérito se reconoció en la RETA. No obstante, en la RETA se reconoció también que el establecimiento de una base regulatoria para la industria es responsabilidad primordial de los Estados Partes. 

Otra consideración práctica es que no todas las compañías de turismo antártico son miembros de la IAATO. Además, como los miembros de la IAATO son integrantes de la industria, existe la posibilidad de un conflicto de intereses.  

Se plantea también la preocupación conceptual de que, si la RCTA delega a una organización no gubernamental la responsabilidad de reglamentar la actividad de sus propios miembros en la Antártida, se debilite la autoridad del Sistema del Tratado.  

Limitación voluntaria
En la XXVIII RCTA se señaló que las Partes podrían rechazar voluntariamente las solicitudes de autorización para construir infraestructura terrestre permanente para el turismo y actividades no gubernamentales. Muchas Partes expresaron firme apoyo a este enfoque hasta que concluyan las deliberaciones sobre el tema. Efectivamente, este enfoque parte de la premisa de que los Estados tienen discreción con respecto a los permisos para infraestructura turística. 

El enfoque de la limitación voluntaria ofrece a las Partes un método sencillo para imponer una “moratoria” provisional a dicha actividad. Este enfoque, respaldado por el informe de una RCTA, sería útil pero insuficiente, ya que las entidades privadas podrían dirigirse a distintas Partes para solicitar permisos hasta que una se los otorgue. Una jurisdicción podría denegar un permiso y otra podría optar por aprobar la misma solicitud.

Medida vinculante
Una Medida vinculante para todas las Partes que prohíba la infraestructura turística en la Antártida es lo que surtiría el mayor efecto y sería compatible con el enfoque histórico del STA de la protección de la Antártida, como lo demuestra la prohibición de la explotación minera establecida en el Protocolo.  

La gran desventaja de este enfoque es que las Medidas, por su índole, pueden tardar mucho en negociarse y más todavía en entrar en vigor, incluso después de ser aprobadas por todas las Partes. En el tiempo que tarde una Medida de ese tipo en entrar en vigor, habría muchas oportunidades para realizar obras de construcción. Aunque una medida sería una salida definitiva, debería estar precedida por una resolución que confiera protección en el ínterin.

Resolución
Una resolución mediante la cual se inste a las Partes a no aprobar propuestas de infraestructura terrestre para el turismo podría adoptarse en un lapso relativamente corto. Además, sería de suma utilidad para muchas Partes con respecto a sus procesos legales internos. Varias Partes han señalado que, con su legislación interna actual, es difícil prohibir las instalaciones permanentes y semipermanentes para el turismo y otras actividades no gubernamentales sin recurrir a una declaración apropiada de la RCTA.

3)
Preguntas para el debate
Sería útil abordar las siguientes preguntas durante la XXIX RCTA:

1) Situación actual:

· ¿Cuál es la magnitud actual de las actividades de turismo terrestre en la Antártida y qué tendencias se observan?

· ¿Están las Partes o los expertos al tanto de propuestas de establecimiento de infraestructura terrestre para el turismo?

· ¿Qué nivel de evaluación del impacto ambiental se aplica al proceso de otorgamiento de permisos (o sea, PEE, IEE, CEE) para las actividades de turismo terrestre propuestas?

· ¿Qué responsabilidad asumen los programas nacionales que alojan turistas en sus estaciones en la Antártida con respecto a dichos turistas?
2) Posibles repercusiones de sucesos futuros:
· ¿De qué forma afectaría la infraestructura terrestre para el turismo a los programas nacionales?

· ¿Qué impacto ambiental acumulativo es probable que tengan las instalaciones temporarias o permanentes para el turismo terrestre y las actividades conexas?

· ¿Es la infraestructura terrestre para el turismo filosóficamente incompatible con la obligación de proteger los valores silvestres y estéticos de la Antártida?

· ¿Qué consecuencias podrían tener para el Sistema del Tratado Antártico los asuntos jurisdiccionales planteados por el turismo terrestre?

� Informe del Presidente de la Reunión de Expertos del Tratado Antártico sobre Turismo y Actividades No Gubernamentales en la Antártida, pág. 3.


� Reunión de Expertos del Tratado Antártico, documento 7: An Analysis of the Existing Legal Framework for the Management of Tourism and Non-Governmental Activities in Antarctica: Issues, Some Proposals and Comments.


� Informe final de la XXVIII Reunión Consultiva del Tratado Antártico, párrafos 164-172.


� En el documento de información 20: The Admissibility of Land based Tourism in Antarctica under International Law.


� Artículo III del Protocolo al Tratado Antártico sobre Protección del Medio Ambiente.


� En el documento de información 71 presentado en la XXVIII RCTA: Some Legal Issues Posed by Antarctic Tourism.


� Informe del Presidente de la Reunión de Expertos del Tratado Antártico sobre Turismo y Actividades No Gubernamentales en la Antártida, pág. 11.


� Artículo II, sección E, de los Estatutos de la IAATO, 2 de mayo de 2004.
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